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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA

                                                                                         66001-31-03-005-2013-00187-01



El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
AUTO - 2ª Instancia – 1º de diciembre de 2016

Radicación Nro. :
  
66001-31-03-003-2012-00114-02

Demandante:

FAMILIA SERNA SÁNCHEZ
Demandado(s):
      
ÓSCAR MUÑOZ PÉREZ
Proceso:                
Ordinario – Revoca la sentencia anticipada del a quo y declara no probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa y prescripción   
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas:


RESPONSABILIDAD CIVIL MÉDICA / LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA NO PODÍA RESOLVERSE POR SENTENCIA ANTICIPADA / EL DEBATE PROBATORIO ES NECESARIO CUANDO SE DISCUTE EL TIPO DE RESPONSABILIDAD A LA QUE SE CONTRAE LA DEMANDA / NO SE CONFIGURÓ LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. “El inciso final del artículo 97 del CPC, fue modificado de manera sustancial por el artículo 6° de la Ley 1395 de 2010, en la medida en que se aumentó el catálogo de las denominadas excepciones mixtas, pero también se modificó la forma de resolverlas, y quedó consignado que si se hallan probadas, se declaran mediante sentencia anticipada; de lo contrario, es decir, si no están probadas la providencia será un auto. Y eso reviste importancia en la medida en que la decisión del juez, si las declara, es susceptible del recurso de apelación; si quien conoce en segunda instancia es el tribunal superior, se supone que esta corporación debe resolver también mediante sentencia, en caso de que confirme lo resuelto. Pero si va a revocar lo resuelto, debe hacerlo mediante auto, porque entonces lo que ocurre allí es que se declarará no probada, y está dicho que la sentencia se dicta cuando se halla procedente. (…) [E]l error en la denominación de la responsabilidad que se reclama, puede corregirse acudiendo a otros apartes del libelo, como los hechos, el encabezamiento, las fuentes de derecho que se citan, incluso al poder. Si de ellos aflora una circunstancia diferente, el juez puede tomar partido por la interpretación, si es que antes no se le hace ver el error. Pero cuando oportunamente el demandado acude a la herramienta procesal que se le brinda, esto es, la excepción previa o la excepción mixta, no se le puede salir al paso con que el juez debe interpretar la demanda, pues, es precisamente para evitar toda discusión posterior, que se permite discutir prematuramente la situación. Ahora bien, no existe duda alguna frente al hecho de que el apoderado de la parte demandante introdujo la demanda como una responsabilidad civil contractual, lo cual se devela tanto de su texto inicial, como del contenido de los poderes conferidos para iniciar la acción. (…) Nota aquí la Sala que la controversia no se limita a definir si existieron unos perjuicios causados con ocasión de la práctica médica del señor Óscar Muñoz Pérez, sino que también se encuentra en discusión la existencia del contrato como tal entre los demandantes y el demandado y, como consecuencia natural de lo anterior, surge en el libelo también la disputa sobre el tipo de responsabilidad a la que se contrae la demanda. Este debate lleva, por obvias razones, a que la parte demandante defienda la posición de que el contrato se celebró entre el galeno y los familiares de la occisa y no entre esta y aquél, en tanto que para la demandada el vínculo contractual se dio entre Inés Elvira Sánchez y el médico demandado. Y es de la definición de dicha controversia de donde se puede concluir si la responsabilidad sobre la cual se debe decidir es de tipo contractual o, por el contrario si se trata de una responsabilidad aquiliana. Siendo así las cosas y teniendo en cuenta que estos puntos en tensión no son susceptibles de aclarar en este estadio del proceso, porque no existe la prueba que de momento demuestre una u otra cosa, es inviable resolver de fondo el asunto sin adelantar todas las etapas procesales, incluyendo el decreto y práctica de la que han sido solicitadas. Dicho de otro modo, adoptar ahora una sentencia anticipada puede tornase violatorio de derechos superiores, pues con ello se cercenaría la posibilidad de controvertir, en un juicio abrigado por las garantías procesales pertinentes, la existencia de un derecho sustancial, lo que es mero desarrollo del artículo 228 de la Constitución Nacional.”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                                 SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre catorce de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-005-2013-00187-01
Se decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante contra la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el 21 de abril de 2014, dentro del proceso ordinario de responsabilidad civil médica propuesto por Inés Elena, Elvia Luz, María Etemilsen, Joel Rodolfo, Gloria Ilce, María Lucía, Dioselina y Luz Stella Serna Sánchez en contra de Óscar Muñoz Pérez.
ANTECEDENTES  





Mediante demanda incoada por intermedio de apoderado judicial, pidieron las demandantes que se declarara patrimonialmente responsable al demandado Óscar Muñoz Pérez, por los daños materiales físicos y psíquicos y los perjuicios morales ocasionados con el deceso de la señora Inés Elvira Sánchez de Serna, que se produjo con posterioridad a una cirugía practicada por el demandado. 




En la demanda fue invocada una responsabilidad civil contractual
, soportada por el apoderado de la parte demandante en que en el mes de febrero la señora Inés Elvira Sánchez de Serna fue diagnosticada con “cálculos en la vesícula” y, por esa casusa, remitida y atendida por el demandado Óscar Muñoz Pérez en su calidad de médico de la EPS Saludtotal quien le refirió varias posibilidades para la práctica de la cirugía necesaria para el tratamiento de su afección, una de ellas, no cubierta por el POS, fue la laparoscopia. Como consecuencia de ello, la familia se reunió y decidió contratar al médico de manera particular para la realización del procedimiento quirúrgico a su señora madre, como ocurrió, pero a casusa de esta práctica, ella falleció días después.





La demanda fue admitida mediante auto del 19 de junio de 2013
; durante el traslado, el demandado, por intermedio de apoderada judicial, se opuso a las pretensiones y propuso excepciones de fondo, algunas de ellas como previas, concretamente, las de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA” y “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN”.





Sobre ellas se pronunció escuetamente la parte demandante en el sentido de que la falta de legitimación no está prevista como tal en el artículo 97 del C. de P. Civil, y como la señora Sánchez de Serna murió el 13 de mayo de 2003, la prescripción nunca ocurrió. 

  



Inicialmente, el Juzgado, en providencia del 7 de febrero de 2014
, las declaró infundadas y condenó en costas al demandado quien, inconforme, interpuso recursos de reposición y, en subsidio, apelación. El 21 de abril de 2014, la nueva titular del juzgado repuso la decisión y, por ende, declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa. En sentir de la funcionaria, la acción impetrada es de orden contractual y, por ello, los demandantes carecen de legitimación, dado que el vínculo de esa naturaleza se dio entre el médico y la víctima directa y no respecto de ellos, que pretenden un resarcimiento que en realidad es extracontractual. 





Esta vez estuvieron en desacuerdo los demandantes e interpusieron el recurso de apelación, que sustentaron en esta sede en que la jurisprudencia le ha dado un tratamiento jurídico adecuado a la situación que se da entre la responsabilidad civil contractual y extracontractual, y cita dos casos en los cuales se alude a la obligación del juez de interpretar la demanda. 

   



La asesora judicial del demandado replicó en el sentido de que la interpretación debe darse en la sentencia cuando persiste la duda, pero no en este caso en el que, precisamente, se hace uso de la excepción para corregir el yerro en que incurren los demandantes. 

CONSIDERACIONES

1.

Se trata en este caso de resolver una de las denominadas por la doctrina excepciones mixtas que, de acuerdo con el tratamiento que les dio el artículo 6° de la Ley 1395 de 2010, que modificó el inciso final del artículo 97 del C. de P. Civil, conducen, en caso de ser probadas, a que se declaren mediante sentencia anticipada, que fue la que en este caso profirió finalmente el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, pues halló que los demandantes equivocaron la senda de su reclamación al encauzarla como una responsabilidad contractual, en lugar de una extracontractual. 

2.

Sometido al escrutinio de la Sala el proyecto de fallo, una vez discutido el asunto y acogiendo las observaciones que fueron planteadas por los demás integrantes de la misma, se llegó a la conclusión de que la providencia debe ser revocada, como a espacio se analizará. Pero, previo a ello, hay que señalar la incidencia que tal forma de resolver tiene. 
El inciso final del artículo 97 del CPC, fue modificado de manera sustancial por el artículo 6° de la Ley 1395 de 2010, en la medida en que se aumentó el catálogo de las denominadas excepciones mixtas, pero también se modificó la forma de resolverlas, y quedó consignado que si se hallan probadas, se declaran mediante sentencia anticipada; de lo contrario, es decir, si no están probadas la providencia será un auto. Y eso reviste importancia en la medida en que la decisión del juez, si las declara, es susceptible del recurso de apelación; si quien conoce en segunda instancia es el tribunal superior, se supone que esta corporación debe resolver también mediante sentencia, en caso de que confirme lo resuelto. Pero si va a revocar lo resuelto, debe hacerlo mediante auto, porque entonces lo que ocurre allí es que se declarará no probada, y está dicho que la sentencia se dicta cuando se halla procedente. 
Ahora bien, si se tratara de una sentencia, que va a confirmar, correspondería proferirla a la Sala de Decisión, en los términos del artículo 29 del CPC: pero cuando procede la revocatoria para negar la excepción, debe proferirse un auto que es de competencia del Magistrado Sustanciador exclusivamente, según esa misma norma. 
Esa es la razón por la cual, en esta oportunidad el auto es de Sala Unitaria, pues, ya se dijo, la ponencia inicial fue discutida y en consenso con los demás integrantes de la Sala, se concluyó que lo procedente era la revocatoria de la sentencia anticipada, según pasa a verse. 
3.

Se debate aquí sobre la legitimación en la causa y es el problema que se plantea, esto es, si al haber escogido la vía contractual, los demandantes tienen la titularidad del derecho que reclaman, como al comienzo lo dijo el juzgado y ellos lo sostienen en su alzada; o carecen de ella, según la posición última de la funcionaria que desató el recurso de reposición y lo aduce la parte demandada. 

4.
Antes de ello, es pertinente resaltar que aunque la apoderada del demandado expresa en sus alegatos que el recurso no fue sustentado, en aras de garantizar el derecho que asiste a los demandantes, es fácil colegir, por el contenido de las providencias que cita, que su argumentación se centra en la obligación del juez de interpretar la demanda. 

5. 
Ciertamente, lo que debe entenderse de la intervención del asesor judicial de los accionantes, es que ante la duda por la escogencia de la clase de responsabilidad, la jurisprudencia ha indicado que la demanda debe ser interpretada. 

A ello refuta el demandado que la finalidad de la excepción propuesta es, exactamente, evitar que el juez tenga que entrar en disquisiciones sobre el sentido del libelo al momento de fallar; lo que se busca con una excepción mixta, es que desde el comienzo de la actuación se evite desgastar el aparto judicial del Estado y que el funcionario declare su existencia, de lo contrario, ningún sentido tendría la excepción de falta de legitimación. 

6. 
Como antes se dijo, una de las modificaciones relevantes al procedimiento civil con la Ley 1395 de 2010, consistió en ampliar las causales de excepción mixta, cuya denominación obedece al simple hecho de que siendo de mérito o sustanciales, el legislador permite que se propongan para su resolución anticipada, esto es, antes de que se entre en el debate probatorio. Tal regulación, contenida en el artículo 6° de la Ley 1395 de 2010, incluyó la falta de legitimación en la causa y la prescripción. 

Es claro, entonces, que como medios de defensa, el demandado tiene la opción de acudir anticipadamente a ellos para que el juez adopte la decisión que en ese momento procesal corresponda. Particularmente, en el caso de la falta de legitimación en la causa, si ella emerge con claridad del planteamiento que se hace al proponer la excepción, no resulta lógico que en esa etapa del proceso deba acudir al remedio de la interpretación de la demanda, como lo insinuó inicialmente el Juzgado y lo reclaman ahora los demandantes. 

Es cierto, como se dijo en el auto inicial, que esta Sala ha hecho gala de esa obligación del juez; pero como bien se lee en la providencia que se transcribió, el ejercicio debe hacerse cuando no queda otro camino, porque faltó un adecuado control del libelo para inadmitirlo por su confusión, ni el demandado, pudiendo hacerlo, propuso la excepción previa respectiva, fuera la de inepta demanda, o como en este caso, la de falta de legitimación en la causa por activa. Recuérdese que en la providencia que se cita (f. 7 y 8, c. 2), se señaló que el error en la denominación de la responsabilidad que se reclama, puede corregirse acudiendo a otros apartes del libelo, como los hechos, el encabezamiento, las fuentes de derecho que se citan, incluso al poder. Si de ellos aflora una circunstancia diferente, el juez puede tomar partido por la interpretación, si es que antes no se le hace ver el error. 

Pero cuando oportunamente el demandado acude a la herramienta procesal que se le brinda, esto es, la excepción previa o la excepción mixta, no se le puede salir al paso con que el juez debe interpretar la demanda, pues, es precisamente para evitar toda discusión posterior, que se permite discutir prematuramente la situación. 

7. 
Ahora bien, no existe duda alguna frente al hecho de que el apoderado de la parte demandante introdujo la demanda como una responsabilidad civil contractual, lo cual se devela tanto de su texto inicial, como del contenido de los poderes conferidos para iniciar la acción. La cuestión es que dicha responsabilidad contractual se invocó bajo el entendido de que los familiares de la señora Inés Elvira Sánchez de Serna contrataron al galeno demandado para que practicara la cirugía requerida a su señora madre, lo cual se infiere de algunos hechos de la demanda:

“HECHOS Y OMISIONES…
…LA FAMILIA SE REUNIO Y DECIDIERON ANALIZAR LAS PROPUESTAS EFECTUADAS POR EL DOCTOR MUÑOZ, CONCLUYENDO QUE LA CIRUGIA MAS COMODA Y DE MENOS INCAPACIDAD Y SUFRIMIENTO PARA LA MAMA ERA LA DE LAPAROSCOPIA, Y EN CONSECUENCIA SE OPTO POR HACERLA PARTICULAR Y CONTRATAR CON EL MISMO CIRUJANOQUE LOS HABIA MOTIVADO A TAL PROCEDIMIENTO. 5. SOLICITARON CITA PARTICULAR CON EL DOCTOR OSCAR MUÑOZ, ACORDARON EFECTUAR LA CIRUGIA…”(sic)
8.
La demandada se opone a ello y sustenta su excepción de falta de legitimación en la causa en el argumento de que entre el médico Óscar Muñoz Pérez y los demandantes familiares de la occisa no hubo ningún negocio jurídico, es decir, que no celebraron ningún contrato y que el mismo tenía como partes a aquel y a la señora Inés Elvira Sánchez de Serna, por lo que los demandantes no se hallan legitimados por activa, ya que no fueron parte del contrato.

9.
Nota aquí la Sala que la controversia no se limita a definir si existieron unos perjuicios causados con ocasión de la práctica médica del señor Óscar Muñoz Pérez, sino que también se encuentra en discusión la existencia del contrato como tal entre los demandantes y el demandado y, como consecuencia natural de lo anterior, surge en el libelo también la disputa sobre el tipo de responsabilidad a la que se contrae la demanda. 
  



Este debate lleva, por obvias razones, a que la parte demandante defienda la posición de que el contrato se celebró entre el galeno y los familiares de la occisa y no entre esta y aquél, en tanto que para la demandada el vínculo contractual se dio entre Inés Elvira Sánchez y el médico demandado. Y es de la definición de dicha controversia de donde se puede concluir si la responsabilidad sobre la cual se debe decidir es de tipo contractual o, por el contrario si se trata de una responsabilidad aquiliana.

4.
Siendo así las cosas y teniendo en cuenta que estos puntos en tensión no son susceptibles de aclarar en este estadio del proceso, porque no existe la prueba que de momento demuestre una u otra cosa, es inviable resolver de fondo el asunto sin adelantar todas las etapas procesales, incluyendo el decreto y práctica de la que han sido solicitadas. 

Dicho de otro modo, adoptar ahora una sentencia anticipada puede tornase violatorio de derechos superiores, pues con ello se cercenaría la posibilidad de controvertir, en un juicio abrigado por las garantías procesales pertinentes, la existencia de un derecho sustancial, lo que es mero desarrollo del artículo 228 de la Constitución Nacional. 

6.
No indica lo anterior que se desnaturalice la sentencia anticipada cuando se proponga la excepción previa de falta de legitimación en la causa, tal como lo deduce la parte demandada. Lo que ocurre es que la misma debe esta cimentada en una claridad tal y tan suficiente, que no dé lugar a ninguna duda. Y dicha diafanidad no se vislumbra en el caso sub judice, pues, como ya se dijo, las controversias planteadas con la demanda y su contestación no pueden ser resueltas todas sin haber valorado las pruebas que permitan establecer, en últimas, quiénes celebraron el contrato para la prestación del servicio que genera la responsabilidad reclamada. 
7. 
Esto sirve, adicionalmente, para rebatir el argumento que contiene la providencia en el sentido de que en la responsabilidad médica siempre el galeno responde contractualmente respecto del paciente y extracontractualmente respecto de los demás afectados. En gracia de discusión, puede decirse que aquella es la regla general, pero habrá ocasiones en las que el vínculo contractual se extienda no sólo al paciente, sino a terceras personas que contratan directamente los servicios médicos, que es lo que en la demanda de ahora se plantea que ocurrió uy debe descifrarse con las pruebas. 

8. 
Corolario de todo lo anterior, es que la excepción de falta de legitimación en la causa no podía salir avante y así se declarará. 

9.
Ello implica que como fue planteada, además de aquella, la excepción previa de “prescripción de la acción”, se procederá conforme al mandato contenido en la regla 7ª del artículo 99 del Código Procesal Civil, a emitir pronunciamiento sobre la misma.





10. 
Existen dos modalidades de prescripción en nuestra legislación: la adquisitiva y la extintiva o liberatoria, tal como se vislumbra del artículo 2512 del Código Civil y esta última se refiere a la sanción que opera por no haberse ejercido la acción pertinente en un lapso determinado por la ley. Este periodo se halla definido en el canon 2536 ídem, modificado por la ley 791 de 2002 y está determinado en 5 años para las acciones ejecutivas y en 10 años para las acciones ordinarias, los cuales deben contarse a partir del momento en que la obligación reclamada se haya hecho exigible, según lo dispone el artículo el segundo inciso del artículo 2535. 

   



En el caso que nos ocupa, se ha alegado por la parte demandada la existencia de la prescripción extintiva, bajo el argumento de que la cirugía le fue practicada a la señora Inés Elvira Sánchez de Serna el día 14 de abril de 2003 y la solicitud de conciliación extrajudicial, que tiene como efecto la interrupción civil de la prescripción, se elevó el día 10 de mayo de 2013, es decir, pasados los diez años de que trata la norma antes citada, pues nos encontramos ante una acción de carácter ordinario.





Lo que no tiene en cuenta la parte demandada al formular dicho argumento, es que el daño alegado por los accionantes en el contenido de la demanda no es el sufrido en la cirugía practicada a la señora Sánchez, sino a causa de la misma, daño que para ellos se materializó con el deceso de su familiar: “Declárese al doctor OSCAR MUÑOZ PEREZ, patrimonialmente responsable de los daños materiales físicos y psíquicos y perjuicios morales causados a los actores dentro de los hechos y circunstancias del fallecimiento de la señora INES ELVIRA SANCHEZ DE SERNA…”. 





Entonces, si dicho daño está siendo reclamado por la muerte de la causante y esta se produjo el día 13 de mayo del año 2003 tal como se desprende del registro de defunción identificado con el indicativo serial 04215187
, lo que salta a la luz es que la obligación (en caso de que se halle que existe), se hizo exigible ese mismo día del fallecimiento y, por lo tanto, el término para ejercer esta acción ordinaria al tenor de los artículos 2535 y 2536 del Código Civil, contaría hasta el día 13 de mayo del año 2013.





Así, en vista de que la solicitud de conciliación extrajudicial fue presentada por la parte demandante ante el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Pereira el día 10 de mayo de 2013, como se puede verificar con el contenido de la constancia 02807
, en esa fecha operó la suspensión del término prescriptivo, el cual se reanudó en la fecha de la entrega del acta, esto es, el día 13 de junio de 2013. 





Sin embargo, dicho término se interrumpió el día 14 de los mismos mes y año con la presentación de la demanda ante la jurisdicción, según el acta individual de reparto
. A ello se suma que el auto admisorio de la demanda se notificó efectivamente al demandado dentro del término del año previsto en el artículo 94 del Código General del Proceso, norma que entró en vigencia desde el año 2012, lo que deja automáticamente sin piso la excepción de prescripción de la acción presentada por la parte demanda. 
  



11.
Corolario de lo dicho, se revocará la sentencia anticipada y se declararán no probadas, en esta fase del proceso, las excepciones de falta de legitimación en la causa y prescripción, propuestas como previas. 

12. 
Las costas en esta instancia serán a cargo de la parte demandada y a favor de los demandantes. Las mismas se liquidarán en esta sede, por cuanto el proceso no puede hacer tránsito aún al Código General del Proceso, según lo prevenido en el artículo 625 de este estatuto. 

Por tanto, las agencias en derecho se fijan en la suma de $1’000.000,oo. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

1°.
REVOCAR la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario de responsabilidad civil médica propuesto por  Inés Elena, Elvia Luz, María Etemilsen, Joel Rodolfo, Gloria Ilce, María Lucía, Dioselina y Luz Stella Serna Sánchez en contra de Óscar Muñoz Pérez.

2°.
En su lugar, DECLARAR NO PROBADAS las excepciones de falta de legitimación en la causa y prescripción propuestas. 
  3°.

CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada. Las agencias en derecho se fijan en la suma de $1’000.000,oo.
Por la secretaría, liquídense. 

  



Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
� fl. 11 


� fl. 43 ídem


� fl. 8 – 19 Cuaderno 2.


� fl. 30 Cuaderno principal


� Con esta precisión se aclara, de paso, la posición expuesta por el juzgado de primera instancia en el auto del 7 de febrero de 2014. Folios 8 a 19 Cuaderno nro. 2, según la cual dicho término vencería el día 12 de mayo de 2013.


� fl. 18 cuaderno principal


� fl. 1 cuaderno principal
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